
 
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE LA 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 262/2023 
 

ACTOR: PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE 
NUEVO LEÓN 
 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 
 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y DE ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 

 
En la Ciudad de México, a doce de junio de dos mil veintitrés, se da cuenta al Ministro 
instructor Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, con la copia certificada de las documentales 
que integran el expediente principal de la controversia constitucional indicada al rubro. 
Conste. 
 

Ciudad de México, a doce de junio de dos mil veintitrés. 

Con la copia certificada de cuenta y como está ordenado en el proveído 

de admisión de esta fecha, fórmese y regístrese el presente incidente de 
suspensión, y a efecto de proveer sobre la medida cautelar, se tiene en 

cuenta lo siguiente. 

En su escrito inicial, el Poder Ejecutivo del Estado de Nuevo León 

impugna lo siguiente. 

“IV. NORMA GENERAL O ACTO CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA. Las 
solicitudes del H. Congreso del Estado de Nuevo León en el que requieren al 
Ejecutivo Estatal de realizar la publicación de los Decretos siguientes: 
1. Oficio 679-LXXVI-2023 en el que solicitan la publicación del Decreto Número 
340 correspondiente al Expediente Legislativo 16300/LXXVI: Se reforman los 
artículos 14, 26, 35, 37, 39, 46, 56, 66, 90, 91, 94, 96, 99, 125, 126, 150, 151, 
152, 154, 158, 159, 162, 166, 198 y 204 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Nuevo León. 
2. Oficio 680-LXXVI-2023 en el que solicitan la publicación del Decreto Número 
341 correspondiente al Expediente Legislativo 16313/LXXVI: Se reforma el 
artículo 17 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León. 
3. Oficio 681-LXXVI-2023 en el que solicitan la publicación del Decreto Número 
342 correspondiente al Expediente Legislativo 16242/LXXVI: Se reforma el 
artículo 120 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo 
León. 
4. Escrito signado por el Diputado Mauro Guerra Villareal, Presidente de la Mesa 
Directiva de la LXXVI Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León, 
dirigido al Encargado o Responsable del Periódico Oficial del Estado de la 
Secretaría General de Gobierno del Estado de Nuevo León, en el que establece 
que ordena la publicación de los referidos decretos, siendo una clara ilegalidad, 
debido a que no se hizo la publicación de los extractos en el Periódico 
Oficial del Estado de Nuevo León en primera ocasión aprobados por la 
Comisión de Puntos Constitucionales del Congreso del Estado de Nuevo 
León. 
5. La publicación en la Gaceta Legislativa del Congreso del Estado de Nuevo 
León de fecha 8 de marzo en el portal oficial del Congreso del Estado de Nuevo 
León, en el que se realiza la publicación de los Decretos 340, 341 y 342.” 

Por otra parte, en el capítulo correspondiente de la demanda, el actor 

solicita la suspensión de los actos impugnados en los siguientes términos: 

 
 
 
 
 



 
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE LA 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 262/2023 
 

2 

“(…) se solicita atentamente al Ministro Instructor conceda la suspensión de los 
efectos del acto impugnado, consistentes en: 
Los escritos de solicitud del Congreso del Estado de Nuevo León en el que 
solicitan al Ejecutivo Estatal de realizar la publicación de los Decretos siguientes: 
Decreto Número 340: Se reforman los artículos 14, 26, 35, 37, 39, 46, 56, 66, 
90, 91, 94, 96, 99, 125, 126, 150, 151, 152, 154, 158, 159, 162, 166, 198 y 204 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León. 
Decreto número 341: Se reforma el artículo 17 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Nuevo León. 
Decreto Número 342: Se reforma el artículo 120 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Nuevo León la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Nuevo León. 
Escrito signado por el Diputado Mauro Guerra Villarreal, Presidente de la Mesa 
Directiva de la LXXVI Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León, 
dirigido al Encargado o Responsable del Periódico Oficial del Estado de la 
Secretaría General de Gobierno del Estado de Nuevo León, en el que establece 
que ordena la publicación de los referidos decretos, siendo una clara ilegalidad, 
debido a que no se hizo la publicación de los extractos en el Periódico Oficial del 
Estado de Nuevo León en primera ocasión aprobados por la Comisión de Puntos 
Constitucionales del Congreso del Estado de Nuevo León. 
La publicación en la Gaceta Legislativa del Congreso del Estado de Nuevo León 
de fecha 8 de marzo en el portal oficial del Congreso del Estado de Nuevo León, 
en el que realizan la publicación de los Decretos 340, 341 y 342.  
(…) En la especie, se considera que los efectos de la suspensión solicitada no 
afectan en ninguna medida alguno de los principios referidos, y si por el contrario 
fortalecen las secciones competenciales acordes con la división de poderes, 
hoy ampliado al respeto de las autonomías, toda vez que la medida suspensional, 
como se dijo anteriormente, sólo tendría consecuencias relativas al Congreso del 
Estado de Nuevo León y por lo tanto se solicita NO SE EJECUTE LA ORDEN 
DE PUBLICACIÓN, HASTA EN TANTO LA CORTE DEFINA RESPECTO AL 
ACTO CUYA INVALIDEZ SE SOLICITA. (…) 
Que no se publique y no surtan efectos las reformas señaladas como 
inconstitucionales, hasta en tanto se resuelva el fondo del asunto. (…)”.  

Sobre el particular, es importante apuntar que la suspensión en 

controversias constitucionales se encuentra regulada en los artículos 141, 

 
1 Artículo 14. Tratándose de las controversias constitucionales, el ministro instructor, de oficio o a petición 
de parte, podrá conceder la suspensión del acto que las motivare, hasta antes de que se dicte la sentencia 
definitiva. La suspensión se concederá con base en los elementos que sean proporcionados por las partes 
o recabados por el ministro instructor en términos del artículo 35, en aquello que resulte aplicable. 
La suspensión no podrá otorgarse en aquellos casos en que la controversia se hubiere planteado respecto 
de normas generales. 
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152, 163, 174 y 185 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 

I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, de cuyo contenido se advierte que: 

1. Procede de oficio o a petición de parte y podrá ser 

decretada en todo momento, hasta antes de que se dicte sentencia definitiva; 

2. Procede respecto de actos que, atendiendo a su naturaleza, puedan 

ser suspendidos sus efectos o consecuencias; 

3. No podrá otorgarse en los casos en que la controversia constitucional 

se hubiera planteado respecto de normas generales;  

4. No se concederá cuando se pongan en peligro la seguridad o la 

economía nacionales, las instituciones fundamentales del orden jurídico 

mexicano o pueda afectarse gravemente a la sociedad en una proporción 

mayor a los beneficios que con ella pudiera obtener el solicitante; 

5. El auto de suspensión podrá ser modificado o revocado cuando ocurra 

un hecho superveniente que lo fundamente, y 

6. Para su otorgamiento deberán tenerse en cuenta las circunstancias y 

las características particulares de la controversia constitucional. 

En relación con lo anotado, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte 

emitió la jurisprudencia de rubro y texto señalan lo siguiente. 

“SUSPENSIÓN EN CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. NATURALEZA Y 
FINES. La suspensión en controversias constitucionales, aunque con características 
muy particulares, participa de la naturaleza de las medidas cautelares, por lo que en 

 
2 Artículo 15. La suspensión no podrá concederse en los casos en que se pongan en peligro la seguridad 
o economía nacionales, las instituciones fundamentales del orden jurídico mexicano o pueda afectarse 
gravemente a la sociedad en una proporción mayor a los beneficios que con ella pudiera obtener el 
solicitante. 
3 Artículo 16. La suspensión se tramitará por vía incidental y podrá ser solicitada por las partes en cualquier 
tiempo hasta antes de que se dicte sentencia definitiva. 
4 Artículo 17. Hasta en tanto no se dicte la sentencia definitiva, el ministro instructor podrá modificar o 
revocar el auto de suspensión por él mismo dictado, siempre que ocurra un hecho superveniente que lo 
fundamente. 
Si la suspensión hubiere sido concedida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver 
el recurso de reclamación previsto en el artículo 51, el ministro instructor someterá a la consideración del 
propio Pleno los hechos supervenientes que fundamenten la modificación o revocación de la misma, a efecto 
de que éste resuelva lo conducente. 
5 Artículo 18. Para el otorgamiento de la suspensión deberán tomarse en cuenta las circunstancias y 
características particulares de la controversia constitucional. El auto o la interlocutoria mediante el cual se 
otorgue deberá señalar con precisión los alcances y efectos de la suspensión, los órganos obligados a 
cumplirla, los actos suspendidos, el territorio respecto del cual opere, el día en que deba surtir sus efectos 
y, en su caso, los requisitos para que sea efectiva. 
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primer lugar tiene como fin preservar la materia del juicio, asegurando 
provisionalmente el bien jurídico de que se trate para que la sentencia que, en su 
caso, declare el derecho de la parte actora, pueda ejecutarse eficaz e íntegramente 
y, en segundo, tiende a prevenir el daño trascendente que pudiera ocasionarse a las 
partes y a la sociedad en general en tanto se resuelve el juicio principal, vinculando 
a las autoridades contra las que se concede a cumplirla, en aras de proteger el bien 
jurídico de que se trate y sujetándolas a un régimen de responsabilidades cuando 
no la acaten. Cabe destacar que por lo que respecta a este régimen, la controversia 
constitucional se instituyó como un medio de defensa entre poderes y órganos de 
poder, que tiene entre otros fines el bienestar de la persona que se encuentra bajo 
el imperio de aquéllos, lo que da un carácter particular al régimen de 
responsabilidades de quienes incumplen con la suspensión decretada, pues no es 
el interés individual el que se protege con dicha medida cautelar, sino el de la 
sociedad, como se reconoce en el artículo 15 de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.”. 

Como se advierte del criterio jurisprudencial antes transcrito, la 

suspensión en controversias constitucionales participa de la naturaleza de las 

medidas cautelares, por lo que, en primer lugar, tiene como fin preservar la 

materia del juicio, a efecto de asegurar provisionalmente el bien jurídico de 

que se trate para que la sentencia pueda ejecutarse eficaz e íntegramente, 

de modo que tiende a prevenir el daño trascendente que pudiera ocasionarse 

a las partes y a la sociedad, en tanto se resuelva el juicio principal. 

En ese orden de ideas, la suspensión constituye un instrumento 
provisional cuyo propósito es impedir que se ejecuten los actos 
impugnados o que se produzcan o continúen realizando sus efectos 

hasta que se dicte sentencia en el expediente principal, a efecto de preservar 

la materia del juicio y evitar que se causen daños y perjuicios irreparables a 

las partes o a la sociedad, siempre que la naturaleza del acto lo permita y, en 

su caso, no se actualice alguna de las prohibiciones establecidas en el 

numeral 15 de la Ley Reglamentaria de la materia. 

En el presente caso, la medida cautelar se solicita, esencialmente, para 

que las cosas se mantengan en el estado en que actualmente se encuentran, 

esto es, para que no se ordene ni se ejecute la publicación de los 
Decretos 340, 341 y 342 en el Periódico Oficial del Estado de Nuevo 
León, respecto de lo cual, el Poder actor alega que el Poder Legislativo local 

vulneró las reglas del procedimiento legislativo e invadió sus facultades 

exclusivas de promulgación y publicación. 
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Atento a lo solicitado, a las características particulares 

del caso y a la naturaleza de los actos controvertidos y sin 

prejuzgar respecto del fondo del asunto que será motivo de 

estudio de la sentencia que en su oportunidad se dicte, 
procede negar la medida cautelar solicitada, de conformidad con el artículo 

15 de la Ley Reglamentaria, pues de concederse la suspensión se afectarían 

instituciones fundamentales del orden jurídico mexicano, cuyas bases y 

principios derivan de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Dicho precepto establece lo siguiente: 

“ARTÍCULO 15. La suspensión no podrá concederse en los casos en que se 
pongan en peligro la seguridad o economía nacionales, las instituciones 
fundamentales del orden jurídico mexicano o pueda afectarse gravemente a la 
sociedad en una proporción mayor a los beneficios que con ella pudiera obtener el 
solicitante”. 
En relación con el citado precepto legal, el Pleno de este Alto Tribunal 

sustentó la jurisprudencia P./J. 21/20026, publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XV, correspondiente al 

mes de abril de dos mil dos, página novecientos cincuenta, de rubro y texto 

siguientes: 

“SUSPENSIÓN EN LOS JUICIOS REGIDOS POR LA LEY REGLAMENTARIA 
DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. ‘INSTITUCIONES 
FUNDAMENTALES DEL ORDEN JURÍDICO MEXICANO’ PARA EFECTOS DE 
SU OTORGAMIENTO. El artículo 15 de la ley mencionada establece que la 
suspensión no podrá concederse cuando se pongan en peligro las instituciones 
fundamentales del orden jurídico mexicano; sin embargo, no precisa qué debe 
entenderse por éstas, por lo que debe acudirse a las reglas de la interpretación 
jurídica. De esta forma, si en su sentido gramatical la palabra ‘instituciones’ 
significa fundación de una cosa, alude a un sistema u organización, así como al 
conjunto de formas o estructuras sociales establecidas por la ley o las 
costumbres; mientras que el término ‘fundamentales’ constituye un adjetivo que 
denota una característica atribuida a algo que sirve de base, o que posee la 
máxima importancia, se concluye que por instituciones fundamentales del orden 
jurídico mexicano debe entenderse las derivadas de los principios básicos que 
tienen como objetivo construir y definir la estructura política del Estado mexicano, 
así como proteger y hacer efectivas las disposiciones de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, dando estabilidad y permanencia a la nación 
en su conjunto, pues rigen su vida política, social y económica, principios entre 
los que se consideran los siguientes: a) régimen federal; b) división de poderes; 

 
6 Pleno, Novena Época, Tomo XV, Abril de 2002, página 950, con número de registro 187055, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
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c) sistema representativo y democrático de gobierno; d) separación Iglesia-
Estado; e) garantías individuales; f) justicia constitucional; g) dominio directo y 
originario de la nación sobre sus recursos; y h) rectoría económica del Estado.” 
Conforme a dicho criterio jurisprudencial, el procedimiento legislativo 

de creación y modificación de leyes encuadra en el concepto de 
instituciones fundamentales del orden jurídico mexicano, pues se trata 

de un conjunto de disposiciones previstas tanto en la Constitución General 

como en las Constituciones locales, así como en diversos ordenamientos 

secundarios, que materializan y encauzan una las funciones primordiales del 

Estado, la legislativa; y, se encuentra sustentado en algunos de los principios 

básicos que construyen y definen la estructura política del Estado mexicano, 

en particular, el principio de división de poderes y el sistema representativo y 

democrático de gobierno. 

Lo anterior, se desprende de la jurisprudencia P./J. 160/2000, del Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XII, 

correspondiente al mes de diciembre de dos mil, página mil ciento dieciocho, 

de rubro y texto siguientes: 

“SUSPENSIÓN EN CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ES FACTIBLE SU 
OTORGAMIENTO CONTRA LA PROMULGACIÓN Y PUBLICACIÓN DE UNA 
NORMA ELECTORAL, CUANDO ESTOS ACTOS NO SE HAN EJECUTADO Y 
SE ALEGA, POR EL PODER EJECUTIVO, VIOLACIÓN AL DERECHO DE 
VETO. En materia de controversia constitucional es factible conceder la 
suspensión en contra de la promulgación y publicación de una norma electoral, 
cuando estos actos no se han llevado a cabo y el Poder Ejecutivo aduce en su 
demanda que el Congreso no le respetó su derecho de veto, ya que con su 
otorgamiento no se contravienen las disposiciones contenidas en los artículos 14, 
último párrafo y 15 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues, por un 
lado, la prohibición contenida en el primero de los mencionados numerales de 
conceder la suspensión respecto de normas generales, se refiere a las que por 
razón de su promulgación  y publicación ya han  adquirido los atributos propios 
de la ley, como son la generalidad, la obligatoriedad y el inicio de su vigencia, 
prohibición que no opera cuando los citados actos no se han realizado; y, por el 
otro, en cuanto a los supuestos de improcedencia de la medida cautelar previstos 
en el artículo 15 de la ley de la materia, tampoco se actualizan, ya que no se pone 
en peligro la seguridad y economía nacionales, ni las instituciones del orden 
jurídico mexicano, pues si bien es verdad que el procedimiento legislativo 
de creación y modificación de leyes encuadra en ese concepto, también lo 
es que lo que se pretende con la paralización del procedimiento es, precisamente, 
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salvaguardar el orden constitucional, evitando la promulgación y 
publicación de un decreto legislativo en cuyo proceso de formación 
pudieran no haberse observado las prescripciones constitucionales 
correspondientes; además de que con la concesión de la 
suspensión no se afecta gravemente a la sociedad en una 
proporción mayor a los beneficios que con ella pudiera obtener el 

solicitante, en tanto que existe un interés general en que el procedimiento 
legislativo se apegue a las prescripciones constitucionales, como es la facultad 
del Ejecutivo de vetar una ley o decreto aprobado por la legislatura; y, por otro 
lado, de no otorgarse la suspensión, el Ejecutivo tendría la obligación de 
promulgar y ordenar que se publique la ley, con lo que quedaría sin materia la 
controversia constitucional.” 

Ahora bien, de conformidad con las normas estatales que regulan el 

procedimiento de creación de leyes y de reformas a la Constitución estatal, 

la publicación en el periódico oficial de la entidad es la última fase dentro del 

trámite legislativo, tal como se desprende de los siguientes preceptos: 

“Artículo 90 de la Constitución Política del Estado Libre Soberano de Nuevo 
León. Aprobada la ley o decreto, se enviará al Poder Ejecutivo para su 
publicación en el Periódico Oficial del Estado. 
Si el Ejecutivo la devolviere con observaciones dentro de los diez días hábiles 
siguientes a su recepción, el Congreso del Estado estará en aptitud de discutir 
nuevamente la ley o decreto que, para ser aprobado de nuevo, requerirá el voto de 
las dos terceras partes de las diputaciones presentes. Aprobado de nueva cuenta, 
se remitirán las constancias pertinentes al Ejecutivo del Estado, para que proceda a 
su publicación en un plazo máximo de diez días naturales, contados a partir de su 
recepción. 
El Ejecutivo no podrá presentar observaciones a los decretos de reformas o 
adiciones a la Constitución, las leyes de carácter constitucional, a los que convoquen 
a sesiones extraordinarias, resuelvan un juicio político ni a los de declaración de 
procedencia. 
Transcurrido el plazo para formular observaciones, sin que se reciban las mismas, 
se tendrá por sancionada la ley o el decreto, el cual deberá publicarse en el plazo a 
que se contrae la parte final del segundo párrafo de este artículo, excepto 
tratándose de reformas a esta Constitución o a las leyes de carácter 
constitucional, que deberán publicarse dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a su recepción por el Ejecutivo. 
Cuando el Poder Ejecutivo incumpla con los plazos previstos en el presente 
artículo, la ley o decreto será considerado sancionado, sin que se requiera 
refrendo, y el Presidente del Congreso ordenará dentro de los diez días hábiles 
siguientes su publicación en el Periódico Oficial del Estado, la cual deberá 
efectuarse al día siguiente. […] 
Artículo 212 de la Constitución Política del Estado Libre Soberano de Nuevo 
León. Tomadas en consideración las adiciones o reformas se publicarán y circularán 
profusamente con extracto de la discusión, pudiendo ser votadas en ese mismo 
periodo de sesiones, siguiendo el procedimiento para su discusión y aprobación que 
establece la ley de la materia. 
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Artículo 124 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado 
de Nuevo León. Los Decretos, Leyes y Acuerdos, invariablemente se enviarán 
al Periódico Oficial del Estado para su publicación y efectos a que haya lugar. 
Los Acuerdos Administrativos se comunicarán solamente por oficio o vía correo 
electrónico a los interesados, con copia del dictamen respectivo, pero si la Asamblea 
lo juzga pertinente, el Presidente ordenará que también se publiquen en dicho 
órgano.” 
En tales condiciones, la suspensión de la publicación de los 

multicitados decretos en el periódico oficial del Estado de Nuevo León 
obstaculizaría la debida conducción del procedimiento legislativo de 
creación y modificación de reformas constitucionales en dicho Estado 
y, por tanto, se pondría en peligro una institución fundamental del orden 
jurídico mexicano, pues se paralizaría el procedimiento legislativo.  

Por último, cabe señalar, que si bien es cierto la parte actora solicita que 

al dictarse la medida cautelar sea considerada la apariencia del buen derecho 

y el peligro en la demora, también lo es que las circunstancias y 

características particulares de la presente controversia constitucional impiden 

realizar en el auto de suspensión un juicio de probabilidad y verosimilitud del 

derecho del solicitante que lleven a la convicción de que existe una razonable 

probabilidad de que sus pretensiones tengan una apariencia de juridicidad o 

de buen derecho sin invadir o afectar la materia del fondo del asunto. 

Por tanto, sin prejuzgar respecto del fondo del asunto que será materia 

de la sentencia que en su oportunidad se dicte, atendiendo a las 

circunstancias y características particulares de la presente controversia 

constitucional y a la naturaleza de los actos impugnados, se niega la 
suspensión solicitada, dado que existe prohibición expresa en el artículo 15 

de la Ley Reglamentaria.  

A C U E R D A 

ÚNICO. Se niega la suspensión solicitada por el Poder Ejecutivo del 

Estado de Nuevo León. 

Notifíquese. Por lista, por oficio, en su residencia oficial al Poder 

Legislativo del Estado de Nuevo León y, a través del MINTERSCJN regulado 

en el Acuerdo General Plenario 12/2014, a la Fiscalía General de la 

República.  
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En ese orden de ideas, remítase la versión digitalizada 
del presente acuerdo a la Oficina de Correspondencia 

Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa 

en el Estado de Nuevo León, con residencia en Monterrey, 

por conducto del MINTERSCJN, regulado en el Acuerdo General Plenario 

12/2014, a fin de que genere la boleta de turno que le corresponda y la envíe 

al órgano jurisdiccional en turno, a efecto de que, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 1377 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, 4, párrafo primero8, y 59 de la Ley Reglamentaria de la materia, 
lleve a cabo la diligencia de notificación por oficio al Poder Legislativo 
del Estado de Nuevo León, en su residencia oficial, de lo ya indicado; lo 

anterior, en la inteligencia de que para los efectos de lo previsto en los 

artículos 29810 y 29911 del citado Código Federal de Procedimientos Civiles, 

la copia digitalizada de este proveído, en la que conste la evidencia 

criptográfica de la firma electrónica del servidor público responsable de su 

remisión por el MINTERSCJN, hace las veces del despacho 399/2023, en 

términos del artículo 14, párrafo primero12, del citado Acuerdo General 

Plenario 12/2014, por lo que se requiere al órgano jurisdiccional respectivo, 

 

(…). 
7 Artículo 137. Las diligencias que deban practicarse fuera de las oficinas de la Suprema Corte de Justicia 
o del Consejo de la Judicatura Federal se llevarán a cabo por el ministro, consejero, secretario, actuario o 
juez de distrito que al efecto comisione el órgano que conozca del asunto que las motive. 
8 Artículo 4. Las resoluciones deberán notificarse al día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, 
mediante publicación en lista y por oficio entregado en el domicilio de las partes, por conducto del actuario 
o mediante correo en pieza certificada con acuse de recibo. En casos urgentes, podrá ordenarse que la 
notificación se haga por vía telegráfica. (…). 
9 Artículo 5. Las partes estarán obligadas a recibir los oficios de notificación que se les dirijan a sus oficinas, 
domicilio o lugar en que se encuentren. En caso de que las notificaciones se hagan por conducto de actuario, 
se hará constar el nombre de la persona con quien se entienda la diligencia y si se negare a firmar el acta o 
a recibir el oficio, la notificación se tendrá por legalmente hecha. 
10 Artículo 298. Las diligencias que no puedan practicarse en el lugar de la residencia del tribunal en que 
se siga el juicio, deberán encomendarse al Juez de Distrito o de Primera Instancia para asuntos de mayor 
cuantía del lugar en que deban practicarse. 
Si el tribunal requerido no puede practicar, en el lugar de su residencia, todas las diligencias, encomendará, 
a su vez, al juez local correspondiente, dentro de su jurisdicción, la práctica de las que allí deban tener lugar. 
La Suprema Corte de Justicia puede encomendar la práctica de toda clase de diligencias a cualquier 
autoridad judicial de la República, autorizándola para dictar las resoluciones que sean necesarias para la 
cumplimentación. 
11 Artículo 299. Los exhortos y despachos se expedirán el siguiente día al en que cause estado el acuerdo 
que los prevenga, a menos de determinación judicial en contrario, sin que, en ningún caso, el término fijado 
pueda exceder de diez días. 
12 Artículo 14. Los envíos de información realizados por conducto de este submódulo del MINTERSCJN 
deberán firmarse electrónicamente, en la inteligencia de que en términos de lo previsto en el artículo 12, 
inciso g), del AGC 1/2013, si se trata de acuerdos, actas o razones emitidas o generadas con la participación 
de uno o más servidores públicos de la SCJN o del respectivo órgano jurisdiccional del PJF, si se ingresan 
en documento digitalizado cuyo original contenga las firmas de éstos, bastará que la FIREL que se utilice 
para su transmisión por el MINTERSCJN, sea la del servidor público responsable de remitir dicha 
información; en la inteligencia de que en la evidencia criptográfica respectiva, deberá precisarse que el 
documento digitalizado es copia fiel de su versión impresa, la cual corresponde a su original.  
(…). 
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a fin de que en auxilio de las labores de este Alto Tribunal, a la brevedad 

posible, lo devuelva debidamente diligenciado por esa misma vía, 

adjuntando la constancia de notificación y la razón actuarial respectiva. 

Por lo que hace a la notificación de la Fiscalía General de la República, 

remítase la versión digitalizada del presente acuerdo por conducto del 

MINTERSCJN, regulado en el Acuerdo General Plenario 12/2014, en la 

inteligencia de que en términos de lo dispuesto en el artículo 16, fracción II13, 

del citado Acuerdo General 12/2014, el acuse de envío que se genere por el 

módulo de intercomunicación con motivo de la remisión de la versión digital 

de este acuerdo, hace las veces del respectivo oficio de notificación 

4212/2023. De conformidad con el numeral 16, fracción I14, del mencionado 

Acuerdo General Plenario, dicha notificación se tendrá por realizada al día 
hábil siguiente a la fecha en la que se haya generado el acuse de envío en 

el Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, toda 

vez que, como lo refiere el citado numeral, el personal asignado, en este 

caso, de la referida Fiscalía, debe consultar diariamente el repositorio 

correspondiente, que da lugar a la generación de los respectivos acuses de 

envío y de recibo. 

Lo proveyó y firma el Ministro instructor Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien actúa con Eduardo Aranda Martínez, Secretario de la Sección 

de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de 

 
13 Artículo 16. En los órganos jurisdiccionales del PJF para la consulta y trámite de la documentación que 
les sea remitida por la SCJN a través del MINTERSCJN, se estará a lo siguiente:  
(…) 
II. Para acceder a la información relativa a un requerimiento específico, se deberá ingresar al vínculo 
denominado “Ver requerimiento o Ver desahogo”. En dicho vínculo será consultable una pantalla en la cual 
se indiquen los principales datos tanto del expediente de origen como del correspondiente al asunto radicado 
en el índice de ese órgano jurisdiccional del PJF, así como copia digitalizada del proveído dictado en la 
SCJN y, en su caso, de las constancias anexas a éste, documentos que tendrán visible en su parte inferior 
la evidencia criptográfica de la FIREL del servidor público de la SCJN responsable de su ingreso al 
MINTERSCJN. El acuse de envío que hará las veces del oficio de notificación, estará firmado 
electrónicamente por el servidor público de la Oficina de Actuaria de la SCJN responsable de la remisión 
electrónica;  
(…). 
14 Artículo 16. En los órganos jurisdiccionales del PJF para la consulta y trámite de la documentación que 
les sea remitida por la SCJN a través del MINTERSCJN, se estará a lo siguiente: 
I. Mediante el uso de la clave de acceso asignada y con su FIREL, el servidor público autorizado de un 
órgano jurisdiccional del PJF deberá acceder diariamente a este submódulo del MINTERSCJ (SIC), 
específicamente a su sección denominada “Información y requerimientos recibidos de la SCJN”, en la cual 
tendrá acceso a un listado de los requerimientos y/o desahogos remitidos desde la SCJN al órgano 
jurisdiccional del PJF de su adscripción; 
(…). 
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Inconstitucionalidad de la Subsecretaría General de 

Acuerdos de este Alto Tribunal, que da fe. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Esta hoja corresponde al proveído de doce de junio de dos mil veintitrés, dictado por el Ministro instructor 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en el incidente de suspensión de la controversia constitucional 262/2023, 
promovida por el Poder Ejecutivo del Estado de Nuevo León. Conste. 
DAHM/LMT 02 

 
 
 
 
 



INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 262/2023 
Evidencia criptográfica · Firma electrónica cer ficada 
Nombre del documento firmado: Acuerdo.docx 
Iden ficador de proceso de firma: 231054 

AC de la Suprema Corte de Jus cia de la Nación 

Evidencia criptográfica 

Firmante Nombre ARTURO FERNANDO ZALDIVAR LELO DE LARREA Estado del 
certificado OK Vigente 

CURP ZALA590809HQTLLR02 

Firma 

Serie del certificado del firmante 706a6673636a6e000000000000000000000023a3 Revocación OK No revocado 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 20/06/2023T19:55:45Z / 20/06/2023T13:55:45-06:00 Estatus firma OK Valida 
Algoritmo SHA256/RSA_ENCRYPTION 
Cadena de firma 
a8 56 23 da 98 3c 9a 76 9e 85 29 da fd 51 6c ea 10 06 75 96 4e b5 64 55 3f e0 d0 89 d9 81 64 75 89 5e 5b 0b 47 38 9d 88 e7 f8 a4 32 68 
ac 14 8b e8 af 39 71 6c 2a c6 62 6f 09 f3 3c 17 56 c9 2a 8c 35 19 b2 7d 7f 59 50 14 d7 e0 ec ff 35 d5 e4 7e 4d ec a5 70 68 9b 7e c4 a5 b0 
76 c3 11 53 26 da 5f dc af 6f 0d 0f 33 ce 0e 0f f0 4d d5 f6 22 a3 dc 02 66 4f b9 e7 23 1b d4 fc f6 49 dc b7 ba e7 e1 de c3 79 56 29 fb b6 4c 
44 ea 9b 7a d7 b0 e5 74 12 13 3f ea 22 dd e5 a7 3d 96 a5 6e 94 5b c4 08 8d 85 2b e2 f3 47 2b 85 67 fb 0b 3e da 52 09 ce 40 86 cc e0 82 
6b 71 8f d5 d5 20 09 fe f3 e2 36 50 9b f8 2e fe fb 47 70 f9 14 18 e6 3e cc a7 23 b5 e3 b9 55 52 2c e1 e7 70 5a 76 3a bf 98 4f f8 33 7b 10 
27 f1 04 2e 2b 45 8c 41 54 54 b9 c1 04 5f 39 c8 cb a3 cf eb 37 59 c8 91 14 b5 39 

Validación 
OCSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 20/06/2023T19:55:45Z / 20/06/2023T13:55:45-06:00 
Nombre del emisor de la respuesta OCSP OCSP de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado de OCSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Número de serie del certificado OCSP 706a6673636a6e000000000000000000000023a3 

Estampa TSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 20/06/2023T19:55:45Z / 20/06/2023T13:55:45-06:00 
Nombre del emisor de la respuesta TSP TSP FIREL de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado TSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Identificador de la secuencia 5932049 
Datos estampillados 7BD7720A7EE7FE33C98C4D461A9B6AE978C5A111984E8FAF30095C40475294FF 

  

Firmante Nombre EDUARDO ARANDA MARTINEZ Estado del 
certificado OK Vigente 

CURP AAME861230HOCRRD00 

Firma 

Serie del certificado del firmante 706a6620636a660000000000000000000002b8df Revocación OK No revocado 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 15/06/2023T20:18:43Z / 15/06/2023T14:18:43-06:00 Estatus firma OK Valida 
Algoritmo SHA256/RSA_ENCRYPTION 
Cadena de firma 
95 b6 d3 b0 06 5e 78 79 9e b3 b1 c9 ff 05 ba 8d 2d a2 25 7d 7e 19 23 ba e5 a7 a9 10 68 fa fa 4d bf 41 db 61 a6 1f 70 8a 3c c9 67 bb d4 15 
21 7b e5 4e 22 bc 25 dd 44 05 d1 3c 1d b7 7d bd af 4f ea 9c 87 30 e0 22 6d ca cb 96 1d 23 da 02 e3 73 02 87 c6 ef 6b 60 71 44 38 87 3f 
24 c4 76 b3 80 39 e8 6f fe 62 db f1 47 89 cd 94 d7 54 84 47 91 d6 05 e9 e5 8c 8a 0d ef 10 e8 d5 7c fb e4 bf 0e 48 36 5f a1 02 10 3d 88 82 
49 f6 b9 b9 aa 90 d3 65 b0 19 02 7a 6f b6 33 55 9e 40 bc 63 4e cd 26 66 4d 50 8f fb 17 3c ae cf d6 7a 75 2e 83 17 e1 44 a4 99 b6 dc 74 e3 
0b b4 0c 6f 53 7f 22 1b e6 35 4f db ff c8 da 1f 26 83 eb 9a c6 e5 54 da 71 f1 7b 68 25 88 51 81 14 1b c2 f1 fe 4b c3 b1 72 3e 1e 0f f5 0f 46 
bb b3 0b 29 fb 26 62 b3 b8 e5 35 d2 96 49 bc d0 64 82 89 4d bd b0 52 fd a3 c7 

Validación 
OCSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 15/06/2023T20:20:29Z / 15/06/2023T14:20:29-06:00 
Nombre del emisor de la respuesta OCSP OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal 
Emisor del certificado de OCSP Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal 
Número de serie del certificado OCSP 706a6620636a660000000000000000000002b8df 

Estampa TSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 15/06/2023T20:18:43Z / 15/06/2023T14:18:43-06:00 
Nombre del emisor de la respuesta TSP TSP FIREL de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado TSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Identificador de la secuencia 5915557 
Datos estampillados 6CB337B74572DA0DDA94C8F9727971F1989895BD254398432E4820E6B9679EC3 

 

 
 
 
 
 




